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NORMAS MATERIA DE REGLAMENTACIÓN LEY 685 DE 2001

1.  Artículo 16 y 274. Libertad de áreas.

Proponemos volver al sistema de libertad de áreas del Decreto 01 de 1993, que rigió hasta 2001, con excelentes resultados. Sugerimos que por lo tanto se sustituya la decisión contenida en la Estamos seguros que esta publicación será de gran utilidad y esperamos seguir contando con el aporte de futuras publicaciones del Ministerio y sus entidades adscritas o vinculadas.
carta del 17 de octubre de 2001 del Viceministro de Minas y Energía a MINERCOL LTDA, en el sentido de que las áreas quedan libres cuando se desanotan
 del registro minero; y que en su lugar se reglamente mediante Decreto la definición de áreas libres en los mismos términos en que lo hizo el citado Decreto de 1993, de manera que las zonas quedan libres con la firmeza de los actos administrativos, así:

“Las áreas que hayan sido objeto de un título minero o de solicitud del mismo y que por cualquier causa queden libres, únicamente serán susceptibles de otorgamiento cuando se encuentren en firme los actos administrativos que impliquen tal libertad.

A las solicitudes que se presenten con anterioridad a esta fecha de ejecutoria y que tengan superposición parcial con las zonas antes mencionadas, se les definirá el área libre a otorgar. Si la superposición fuere total se le rechazará la solicitud.”

Esta disposición se justifica por las siguientes razones:

· La Ley 685 de 2001 no contiene regulación sobre el tema.

· En materia de derecho administrativo los actos producen efectos jurídicos cuando se encuentran en firme, es decir cuando ocurre su ejecutoria (Artículos 62 y 64 CCA) De manera que los actos administrativos que implican la libertad de las áreas (aceptación de una renuncia, declaración de caducidad etc.) producen efectos una vez se encuentran en firme, independientemente de la fecha en que se surte su inscripción en el registro minero nacional. 

· El sistema de registro minero no es constitutivo de derechos, pues éstos existen de manera precedente al registro, sino que concede autenticidad y publicidad a los actos (Artículos 328 y 331 del Código de Minas) y es la única prueba válida de su existencia frente a terceros y no entre la Administración y el particular beneficiario.

· El haber modificado este sistema que venía rigiendo con éxito desde 1993 implicó cambiar un sistema objetivo, seguro y transparente por un sistema que depende únicamente de la voluntad de los funcionarios del registro minero, actuaciones a las cuales no tiene acceso el público en general, lo que ha generado en estos años enorme corrupción. 

2. Artículo 101. Integración de Áreas.

Sugerimos que se modifique lo mencionado en la carta del 17 de octubre de 2001 a MINERCOL LTDA, en el sentido de que sólo puede haber integración entre áreas colindantes, pues con ello se vulnera el artículo 101 del Código, que permite la integración de áreas contiguas o colindantes y también las vecinas, es decir las que se encuentran en la misma área o región y que forman parte de la misma unidad de explotación económica.

De acuerdo con el Art. 28 de la Ley 153 de 1887, “Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio...”. En el Diccionario de la Real Academia Española
, aparecen las siguientes acepciones de vecindad: “... 3.  Conjunto de personas que viven en una población o en parte de ella, vecindario. || 4. Contorno o cercanías de un lugar. ...”
Igualmente es necesario establecer que sí es procedente la integración de áreas de títulos mineros distintos a los de concesión minera, es decir de licencias y de los títulos derivados del aporte minero, puesto que la norma no establece limitación alguna y se refiere a los “títulos” en general.

También se requiere aclarar que el contrato que surge de la integración será de concesión minera, así los títulos integrados sean de otra naturaleza, manteniendo siempre inmodificables las contraprestaciones económicas ya pactadas.

3. Artículo 22. Cesión de derechos.  

El artículo 22 contiene una contradicción que es necesario aclarar mediante Decreto. Si el aviso de cesión debe ser previo, es decir anterior a la suscripción del documento de cesión, cómo es posible entonces surtir la inscripción del mismo, dentro de los 45 días 
siguientes al aviso, por la ocurrencia del silencio administrativo, cuando se supone que no se ha suscrito el documento? En nuestro criterio, para aclarar esta norma y hacerla aplicable el Decreto reglamentario debe señalar que el documento o contrato de cesión de derechos se presenta con el aviso y queda condicionado en su perfeccionamiento a la inscripción de la cesión en el registro minero.

De otra parte, es necesario establecer que los cesionarios de cuotas parciales de derechos sobre un título minero, también se subrogan de las obligaciones que corresponden al cedente frente a la autoridad minera, en las cuotas respectivas, al igual que lo están los demás comuneros. 

De ese modo se armonizaría dicha norma con lo dispuesto en el Art. 23 en el caso de la cesión total de derechos, en donde se consagra expresamente la subrogación del cesionario, sin tener que demostrar, en forma innecesaria, el cumplimiento de sus obligaciones. (Arts. 76, 108.) 

También es necesario que el Decreto reglamentario establezca que en el evento de cesión de derechos por ocurrencia del silencio administrativo positivo se debe ordenar de inmediato su inscripción en el registro minero, pues se acepta el silencio, pero no se reconocen sus efectos, porque la inscripción en el registro se supedita a que se demuestre que el particular está al día en sus obligaciones, lo que en el fondo quiere decir que no se reconoce el silencio positivo, como lo ordena la ley.

4. Artículo 25. Cesión de áreas.  

Consideramos importante establecer que la cesión de áreas procede respecto de contratos distintos de la nueva concesión. Por ejemplo concesiones anteriores, o contratos derivados de aporte. Se requiere establecer también que el nuevo contrato será de concesión y que en todo caso con la petición deberá presentarse un nuevo PTO para cada una de las áreas objeto de la división.

5. Artículo 88. Reserva de documentos.  

Sugerimos que en razón del título que acompaña el artículo, se aclare que no existe reserva legal de ninguno de los documentos que reposan en los expedientes de títulos mineros otorgados o en trámite, y que por ende los funcionarios están obligados a expedir las copias solicitadas, previa cancelación del valor correspondiente.

Es necesario señalar que la obligación de suministrar información por parte de los concesionarios, no comprende los documentos, secretos industriales, invenciones y patentes que continúan sometidos a reserva de acuerdo con las normas especiales del Código de Comercio. El reglamento debe definir cuáles de los estudios técnicos que se presentan en el trámite minero tienen estas características.

6. Artículos 174. Servidumbres.  

Es indispensable incluir un procedimiento que permita ejercitar las servidumbres legales a los titulares mineros, en caso de desacuerdo con los dueños de los terrenos, para determinar en forma previa las indemnizaciones ante los alcaldes, realizar su pago e iniciar sus trabajos. Hoy en día no existe este procedimiento. Sugerimos acoger la tesis expuesta en Concepto de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Minas y Energía, Comunicación No. 328130 del 10 de noviembre de 2003.
7. Artículo 270. Presentación de la propuesta.  

El artículo 270 no establece quién debe remitir la propuesta que se presenta ante el Notario o el Alcalde, ante la autoridad minera, ni en qué término. Tampoco es claro si la fecha de presentación de la propuesta ante Notario o Alcalde se tiene en cuenta como fecha de radicación de la propuesta, o se tiene en cuenta la fecha en que llega ante la autoridad minera. Es necesario fijar entonces un término para remitir la propuesta ante la autoridad minera, para dar seguridad jurídica a los trámites que se inician.

El Código de Minas no contempla la figura del empate, por lo tanto el reglamento tiene que establecer un procedimiento para la presentación de la propuesta que resuelva el problema que se presenta cuando una propuesta es presentada ante Alcalde o Notario al mismo tiempo que una radicada ante alguna autoridad minera. El Decreto reglamentario debe aclarar esta situación que está generando una gran inseguridad jurídica. Sugerimos que sólo se acepte como fecha de radicación la de recibo por la autoridad competente para conocer.

8. Artículo 352. Definir los aspectos que se consideran “beneficios”. 
Consideramos necesario que -de manera enunciativa- se relacionen los temas o artículos que se entienden como beneficios y prerrogativas, aplicables a todos los títulos mineros, incluyendo los contratos derivados de aportes: cesión de áreas, cesión de derechos, eliminación de informes anuales de explotación, eliminación de informe de amojonamiento, eliminación de la actualización del PTO cada 5 años, integración de áreas, eliminación de todos los demás informes exigidos en los contratos de aporte, entre otros.

El reglamento debe establecer que la omisión en la presentación de estos informes ya eliminados en períodos anteriores a la expedición de la ley 685 de 2001 no es exigible actualmente, pues en virtud del principio de favorabilidad debe entenderse extinguida la obligación.

9. Artículos 352 y 357. Reversión.  

Según el artículo 352 la reversión de los títulos mineros anteriores se rige por los artículos 113 y 357. Sin embargo aplicarlos conjuntamente resulta contradictorio, pues en el artículo 113 se señalan como bienes objeto de reversión únicamente los destinados a transporte y embarque, al paso que en el 357 se dice que la obligación de reversión se puede sustituir por la de pagar el valor de los bienes al Estado, salvo la infraestructura de transporte y embarque, que sería según el 113 la única que revertiría.

Debe aclararse que la reversión prevista en el Art. 113, es aplicable a los contratos de concesión que se celebren con base en la ley 685 de 2001 y a los títulos anteriores, siempre y cuando sus beneficiarios hayan solicitado ejecutarlos como contratos de concesión (349), en tanto que los contratos de concesión sobre los que no se haya solicitado la conversión mencionada, deberán regirse por lo dispuesto en el Art. 357.

10. Artículo 316. Amparo Administrativo.

Es necesario aclarar si por efectos de la prescripción que consagra el artículo 316 se adquiere el derecho de explotación sin título minero, o si de todas maneras es procedente el cierre de tales actividades ilegales. Sugerimos que el decreto reglamentario acoja la tesis expuesta en el concepto 600255 del 6 de enero de 2006 de la Oficina Jurídica del Ministerio de Minas.

Igualmente es necesario que el decreto reglamentario señale que las Solicitudes de Legalización de minería de hecho que recaen sobre títulos vigentes no son oponibles a las acciones de amparo administrativo. En este sentido sugerimos que el decreto reglamentario acoja la tesis expuesta en el concepto 600553 del 16 de enero de 2006 de la Oficina Jurídica del Ministerio de Minas.

11. Artículo 336. Formularios FBM y acreditación de pago de regalías.

Resulta indispensable reglamentar nuevamente la periodicidad que se requiere para la presentación de la información con destino al sistema de información minera (Decreto 1993 del 6 de septiembre de 2002), señalando que los Formularios deben presentarse anualmente, aunque los pagos y declaraciones se realicen trimestralmente ante las autoridades recaudadoras. El contenido del FBM anual excede la facultad reglamentaria y debe ser eliminado pues no tiene fines estadísticos y comprende información que la nueva ley eliminó y que existía en la anterior legislación.

Debe señalarse si en caso de que no haya explotación también es necesario presentar los Formatos FBM y los Formularios de Declaración, y si su omisión es causal de caducidad o no lo es dada la naturaleza estadística de la información.

12. Artículo 273. Requerimiento para subsanar.

Sugerimos que el reglamento aclare que sólo se puede rechazar in limine por:

· Superposición total

· Si no atiende requerimiento para subsanar

Los demás defectos se pueden subsanar en el término de 30 días (273 ley 685/01) cuando se trata de: identificación del proponente, identificación del área, que la propuesta no se ajusta a términos de referencia y guías, que no se acompaña de los permisos del artículo 34 (sustracción de áreas), 

Por la ocurrencia de cualquier otro defecto, como por ejemplo: lo relativo al objeto social del proponente, la mención de la inversión en etapa de exploración, la manifestación expresa sobre la autoridad ambiental, o la extensión de la propuesta, entre otros, se debe requerir al interesado para subsanarlo en el término prudencial que fije la autoridad minera con base en el artículo 12 CCA. 

Si no se atienden los requerimientos, o se hace fuera de término, se debe declarar desistimiento.

13. Artículo 271. Los Términos de Exploración. LTE

El reglamento debe definir si los estudios técnicos para la etapa de exploración que se han venido exigiendo por parte de las autoridades mineras con la presentación de la propuesta son procedentes, como  LTE de la Gobernación de Antioquia o el recientemente adoptado por Ingeominas del Cronograma de Actividades y Costos, ninguno de los cuales tiene fundamento en el artículo 271 del Código de Minas. Sugerimos acoger mediante reglamento lo expuesto en Concepto del Ministerio de Minas y Energía No. 408973 del 12 de mayo de 2004, el cual ha sido desconocido por las autoridades delegatarias con base en el criterio de que los conceptos no son obligatorios.

14. Artículo 116. Autorizaciones Temporales.

Se sugiere que el decreto reglamentario señale que si es posible conceder Autorizaciones Temporales sobre áreas ocupadas por una propuesta o un título minero, siempre que el proponente o titular así lo autorice. Actualmente se discute si es posible 
este otorgamiento y su negativa está ocasionando graves perjuicios a la red de vías públicas del país.

15. Artículo 211. Revocación de la Licencia Ambiental.

El reglamento debe señalar qué pasa con el título minero cuando ocurre la revocación, cancelación o terminación de la Licencia Ambiental, así como cuando la autoridad ambiental la rechaza, pues hoy en día no es causal de terminación del contrato.

Igualmente el reglamento debe señalar qué pasa con el período de explotación del contrato cuando se encuentra aprobado el PTO pero no se ha ejecutado por falta de licencia ambiental.

16. Artículo 280. Pólizas.

Existe un vacío en la ley en cuanto al otorgamiento de las pólizas mineras, pues cuando se ha terminado la etapa de exploración, pero no se ha iniciado la de construcción y montaje y explotación porque no se ha proferido la licencia ambiental, entonces cuál debe ser el objeto de la póliza durante este período de transición? El reglamento debe definir estos eventos, que son numerosos.

También es necesario que el reglamento defina si es posible ordenar la inscripción del contrato en el registro minero, sin que se hubiere aportado la póliza porque la ley no es clara al respecto. Igualmente consideramos que el plazo para aportar la póliza debe señalarse en un decreto reglamentario.

17. Artículo 331. Embargo de títulos mineros.

El decreto reglamentario debe definir si es posible inscribir en el registro minero el embargo del título minero, aunque el acreedor no tenga dentro de su objeto social la minería. También es necesario aclarar esta opción para efectos de la figura de la inscripción de la demanda de que trata el artículo 690 del CPC.

18. Artículo 230. Pago del canon.

Aunque el artículo 280 consagra que es a la autoridad minera a la que corresponde la liquidación del canon, actualmente las autoridades mineras sancionan a quien omita su pago dentro de los 10 días siguientes al registro minero, sin que realmente esta actuación tenga sustento legal, toda vez que la ley no señala término para hacerlo y por ello resulta necesario que el reglamento señale la oportunidad para el pago del canon.
� Fecha de anotación de la providencia que implica la libertad de una zona, ya sea por caducidad, cancelación, terminación, reducción de áreas, desistimiento o cualquier otra figura.


� Vigésima Primera Edición. Editorial Espasa Calpe S.A., Madrid, 2000.
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